PROYECTO DE LEY

El Senado y la Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con fuerza de:

LEY

Artículo 1 – Incorpórese como artículo 34 bis del Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires el siguiente:

“Artículo 34 bis: Prohibición de entrevista con una parte. Los jueces y tribunales no podrán recibir a una sola de las partes, o a sus patrocinantes, sin la presencia de los patrocinantes de la otra parte.

Excepcionalmente, podrán recibir a una parte sin la presencia de los patrocinantes de la otra en los casos en que se deban dictar resoluciones in audita parte o cuando la urgencia del caso lo justifique, valorada motivadamente por el juez. En estos casos se deberá contar con la presencia del secretario y se labrará un acta en la que conste el contenido de la entrevista. Oportunamente, se dará traslado del acta a la parte contraria por el plazo de cinco días.”

Artículo 2 – Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

FUNDAMENTOS

La presente iniciativa tiene por objeto modificar el Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires (Decreto-Ley 7.425/68), prohibiendo los alegatos informales que violan el debido proceso, la defensa en juicio, la igualdad ante la ley; y pueden afectar la imparcialidad de los jueces.
Este proyecto de ley reconoce como antecedente al presentado por la Diputada Nacional Marcela Virginia Rodríguez (Expediente 0199-D-2009, reproduciendo los expedientes 1230-D-2005 y 2430-D-2007). 
Los alegatos informales, también denominados extraprocesales o “alegatos de oreja”, son aquellos encuentros que los abogados tienen con los jueces sin la presencia de los representantes legales de la parte contraria. Para Sagüés, tales reuniones tienen por objeto “robustecer verbalmente lo aseverado en un escrito, interrogar al magistrado acerca de cómo es más conveniente interponer una cuestión incidental, presentar asuntos o aspectos del pleito no detallados en los autos, auscultar el posible curso del futuro del proceso, impetrar información sobre casos análogos, etcétera.”  (Néstor Pedro Sagüés, “Las alegaciones extraprocesales”, publicado en “Doctrina Judicial”, tomo 1997-3, página 1055).

El alegato informal también se ha definido como “la reunión que tiene lugar entre el juez de la causa y uno o más litigantes, que se lleva a cabo sin contar con la presencia de la totalidad de las partes interesadas, y fuera de los casos legalmente contemplados” (Luis Eduardo Sprovieri, “El alegato informal”, publicado en “El Derecho”, tomo 185, página 1441).
Refiriéndose a esta práctica, la Diputada Rodríguez bien expresa en los fundamentos del citado proyecto de ley que “Todos conocen su existencia y pocos cuestionan su legitimidad. Sin embargo, lo que aparenta ser una cuestión inofensiva −y que además, alguien podría suponer que sirve para morigerar la burocracia del sistema− tiene un significado más sustancial.”
En tal sentido, consideramos que los alegatos informales representan una seria ofensa al servicio de justicia, vulnerando las garantías de defensa y juicio y debido proceso.  La Constitución Argentina dispone en su artículo 18 que “Es inviolable la defensa en juicio de la persona y de los derechos”. A su vez, los pactos internacionales con jerarquía constitucional (artículo 75, inciso 22, Constitución Nacional) receptan este principio, que supone que el proceso debe realizarse con todas las garantías que aseguren una decisión imparcial (artículo 2º y 18 de los Derechos y Deberes del Hombre; artículos 7º y 10 de la Declaración Universal de los Derechos del Hombre; artículos 8º y 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos). Por su parte la Constitución de la Provincia de Buenos Aires reza que “La Provincia asegura la tutela judicial continua y efectiva, el acceso irrestricto a la justicia, la gratuidad de los trámites y la asistencia letrada a quienes carezcan de recursos suficientes y la inviolabilidad de la defensa de la persona y de los derechos en todo procedimiento administrativo o judicial.” (artículo 15).
Para Bidart Campos, el debido proceso significa que “el procedimiento no puede ser cualquiera, sino que tiene que ser el debido: para que sea el debido tiene que dar suficiente oportunidad al justiciable de participar con utilidad en el proceso; esa oportunidad requiere tener noticia fehaciente (o conocimiento) del proceso y de cada uno de sus actos y etapas” (Manual de Derecho Constitucional, Editar, 1997, tomo II, página 327).
El problema de esta práctica es que no  posibilita a la parte contraria conocer todo lo que en esa “reunión” se dice, y mucho menos, controlarlo.
Otro tema fundamental que debe analizarse, es la igualdad ante la ley reconocida tanto la Constitución Nacional como la de la Provincia de Buenos Aires. 
“La igualdad es un estado procesal y un criterio de certidumbre. También significa que, ante la ley todos los habitantes de la nación está sujetos a los mismos deberes, gozan de los mismos derechos y están tutelados por las mismas garantías (…) Así, el principio de igualdad jurídica impone que se trate del mismo modo a quienes se encuentran en iguales condiciones; o expresado de otra manera, no se establezcan excepciones o privilegios que excluyan a unos, de lo que se concede a otros que se encuentran en las mismas circunstancias” (Osvaldo Alfredo Gozaíni, “Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires”, La Ley, tomo I, página 74).
Por su parte, el artículo 34, inciso 5 c) del Código que se propone modificar, impone entre los deberes de los jueces “mantener la igualdad de las partes en el proceso”.
 “Las alegaciones extraprocesales atentan contra la igualdad procesal porque al depender su concreción de la voluntad del juez en conceder o no a las entrevistas donde se formulan, es factible que un letrado sea beneficiado y el otro no. Además, puesto que su desarrollo no está regulado por el Código rituario, es asimismo posible que su extensión y desarrollo varíe considerablemente según el sujeto peticionante” (Néstor Pedro Sagués, op. cit.)
Otro principio vulnerado es el de publicidad cuyo fundamento radica en la forma republicana de gobierno que hemos adoptado. Éste requiere que los actos procesales puedan ser presenciados o conocidos incluso por quienes no participan en el proceso como partes, funcionarios o auxiliares. Con absoluta claridad se ha sostenido que “la publicidad es necesaria, más si se tiene en cuenta que la mayoría de los males de nuestro tiempo, en la Argentina, obedecen a la ausencia de un debido contralor” (Luis A. Rodríguez Saiach, “Derecho procesal teórico práctico de la Provincia de Buenos Aires, Lexis Nexis, 2006, Tomo I, página 243).
En cuanto al principio de bilateralidad o contradicción, también resulta menoscabado, ya que impone otorgar a las partes la posibilidad de conocer la pretensión de su opuesta, de ser oídas, de producir prueba y de poder controlar los actos procesales propios y ajenos.
Por último, “Preocupa también que el alegato informal transgrede los límites del buen orden procesal, al insertarse en cualquier momento o etapa del proceso, lesiona la economía procesal, al consumir tiempo y perturbar la actividad normal del tribunal, y pone en seria duda la buena fe procesal” (Luis Eduardo Sprovieri, op. cit., página 1445).
Ahora bien: No obstante que por las razones expuestas es clara la ilegitimidad de los alegatos informales, debe indicarse que su existencia descansa en uno de los mayores problemas que tiene el actual sistema de justicia: la lentitud y la excesiva burocracia. El resultado indeseado es que, en muchas ocasiones, el sistema de justicia se torna inadecuado para resolver los conflictos entre los habitantes, conspirándose de ese modo contra cualquier idea de justicia.

Si bien tenemos en claro que “la demora en la justicia constituye una demora en la vida” (Roberto Dromi, “Los Jueces”, Ediciones Ciudad Argentina, Bs. As., 1993) y concordamos con la idea que el derecho procesal moderno requiere una justicia menos formalista y más humana, no puede soslayarse que el resguardo de los principios de raigambre constitucional  mencionados, debe erigirse en el norte a seguir; principios que indudablemente responden a la necesidad de llegar a un proceso eficaz, mediante un servicio adecuado de justicia, que concilie la celeridad del trámite con el derecho a una decisión justa y razonada. 
En cuanto a las excepciones a la prohibición establecida, se ha previsto que si se trata de una cuestión urgente, las audiencias podrán realizarse dejando debida constancia de lo ocurrido y con la posterior obligación de dar traslado a la parte contraria, otorgando así la oportunidad para que ésta sea escuchada. Por otra parte, no deben estar prohibidos si se trata de un pedido que debe resolverse in audita parte.

Es dable aclarar que para manifestar cualquier inquietud relacionada con lo que, en el ámbito de los tribunales, se denominan cuestiones “de despacho” o vinculadas con la demora del procedimiento, puede consultarse al secretario del juzgado, siempre que no se formulen apreciaciones relacionadas con la substancia del proceso.

Finalmente y a modo de síntesis, citando a la Diputada Rodríguez, «La prohibición ─además de garantizar que no se mancillen los derechos constitucionales de los justiciables─  puede devenir en una forma de acerca el juez a los interesados. Los “alegatos de oreja” no son fructíferos pues el juez no puede adoptar decisiones luego de producidos. En cambio, si se hacen con la presencia de todos los intervinientes, se logra que el juez tome un contacto cierto con los hechos debatidos ─no se corre el riesgo de que se distorsionen─ y pueda tomar resoluciones luego de escuchar  las partes.» 
Por todo lo expuesto, y convencidos de que esta medida contribuirá a mejorar la eficiencia del sistema de justicia y a la realización justa y eficaz del derecho, solicitamos a los Sres. Diputados que nos acompañen en la sanción del presente proyecto de ley.

